Carátula 


(Sesión del 28 de octubre de 2010) 


SEÑORA SECRETARIA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 10) 
———C orresponde designar un Presidente ad hoc debido a que la señora Presidenta falta con aviso. 


SEÑOR PÉREZ.- Dado que la señora Presidenta se encuentra en Buenos Aires debido al fallecimiento 
del ex Presidente Ernesto Kirchner, propongo a la señora Legisladora Payssé para presidir la 
Comisión. 


SEÑORA SECRETARIA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar a la señora Legisladora 
Payssé como Presidenta de la Comisión. 


(Se vota) 
——_O cho en nueve: AFIRMATIVA. 


(Ocupa la Presidencia la señora Legisladora Payssé.- Ingresa a Sala el señor Ministro del 
Interior y su asistente) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión Especial para el Seguimiento de la Situación Carcelaria da la 
bienvenida al señor Ministro del Interior, Eduardo Bonomi, y a su asistente, la psicóloga Gabriela Fulco. 


Estamos comenzando con la tarea de esta Comisión y nos pareció de rigor invitar al señor 
Ministro para conversar acerca de la situación carcelaria y de las propuestas y proyectos que existen al 
respecto porque, aun cuando los conocemos en términos generales, es bueno recibir un detalle al 
respecto en este ámbito y saber cuánto se viene avanzando. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No sabía exactamente cuál era el motivo de la convocatoria y 
ahora me encuentro con que es todo, por lo cual trataré de ordenarme. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero poner a consideración del señor Ministro sucesos de gran notoriedad que 
tienen que ver con el fallecimiento del un recluso en el CNR. Puede ser esta u otra la oportunidad de 
tratarlos; el señor Ministro lo dirá ya que no estaban en la citación. 


Se trata de un hecho superviniente al momento en que se fijó esta reunión, pero me gustaría 
recibir información al respecto porque es de rigurosa actualidad y muy grave. Sucedió en la cárcel 
"estrella" del sistema y ha tenido repercusiones muy grandes. Sería interesante que el señor Ministro 
hiciera una referencia a esto para informarnos, pero si no es posible, haremos otra citación. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No; incluimos este tema, pero al final. 


Nosotros hemos hablado de los planes del Poder Ejecutivo en relación con el sistema 
penitenciario nacional por todos lados, incluso en el Parlamento, en dos oportunidades. Debemos 
actualizar en qué estamos. 


Los planes a largo plazo surgen, en gran medida, de la Comisión multipartidaria que 
establece la necesidad de construir un Instituto Nacional de Rehabilitación que tenga la logística y la 
administración de la privación de libertad en general, con una gerencia o una dirección aparte para 
conducir la rehabilitación de menores. Ese Instituto Nacional de Rehabilitación contendría también la 
privación de libertad de menores, por definición hecha en la Comisión multipartidaria. 


De todas maneras, este Instituto está previsto en el Presupuesto a título nominativo pero en 
ningún lado está determinado su contenido. La idea que hemos manifestado en la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes y en la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado es pasar por la creación de una Comisión 
bicameral con presencia del Ministerio del Interior, para elaborar en ese ámbito el proyecto de ley. 
Planteamos que había tres posibilidades. Una de ellas es que lo elabore el Poder Ejecutivo, lo envíe y 
después se lo discuta, modifique, etcétera en el Poder Legislativo. La otra opción es mandar las ideas 
centrales y que el proyecto se elabore acá. La posibilidad intermedia es que se forme una Comisión 
bicameral con la presencia del Poder Ejecutivo y el Ministerio del Interior y que convoque a los 
organismos especializados para elaborar el proyecto. 


Creemos que ese debe ser el camino. Lo hemos consultado en las Comisiones de ambas 
Cámaras y se nos ha dicho que hay acuerdo en esto. También está esta Comisión Especial. El ámbito 
final lo tendrá que ver el Poder Legislativo, pero nosotros planteamos formalmente ese camino. Tendría 
que actuarse rápidamente porque el 1? de enero se dará el cambio de nombre, por lo menos, y 
empezará el proceso porque las vacantes creadas en el sistema penitenciario van a ser llenadas en el 
Escalafón S Penitenciario y no en el Escalafón Policial. Quiere decir que va a haber un período en el 
cual en las cárceles coincida gente que pertenezca al Escalafón S y que pertenezca al Escalafón 
Policial. 


Esto también surgió de la Comisión multipartidaria debido a un planteo del Inspector Navas, 
en el sentido de que no veía otra manera de construir este Instituto que ir sustituyendo las vacantes 
policiales que se crearan por vacantes penitenciarias y que el proceso de sacar el Instituto de la 
Policía, no del Ministerio, iba a demorar lo que se tardara en sustituir las vacantes. Esto fue acordado y, 
de alguna manera, hay un adelanto fuerte con la creación de 1.680 vacantes de entrada, lo cual no es 
sencillo, porque van a coincidir policías y civiles en las cárceles y hay que elaborar un reglamento, 
equivalencias de grado, etcétera. Eso lo empezaremos a hacer y, además, hay que darle contenido. 


Ya hemos dicho cuál es la situación. Hay cerca de 9.000 presos en cárceles que pueden 
contener no más de 6.400 o 6.500. Por lo tanto, tenemos un hacinamiento importante. 


La cárcel de Punta de Rieles pasó del Ministerio de Defensa Nacional al Ministerio del 
Interior poco antes del cambio de Gobierno y recibimos el financiamiento para hacer los arreglos y 
acondicionamientos necesarios. Se hizo un trabajo en cuatro etapas y hoy recibimos el resultado de las 
dos primeras: la reparación del celdario central, una barraca que está en un perímetro junto a este y 
dos barracas que están en otro perímetro, todo ello dentro de un perímetro común, con torretas de 
vigilancia. Dentro del perímetro común existen cuatro perímetros; hoy nos entregaron dos de ellos que 
permiten albergar a 338 personas privadas de libertad. 


La siguiente entrega es la tercera etapa que, según estaba planificado originalmente, llevaría 
capacidad para unas 660 personas. Incorporamos una cuarta etapa que corresponde a dos barracas 
más con tres talleres para trabajar, una cancha de fútbol y una cancha de voleibol y de basquetbol. 
También agregamos un muro perimetral en la parte donde hay dos calles -el resto da al campo- que se 
suma a los dos alambrados, que está por fuera de las garitas. Quiere decir que las garitas quedan 
entre un muro y un alambrado. Probablemente, en una o dos semanas estaremos trasladando reclusos 
del COMPEN, mediante una clasificación hecha para un perfil de baja seguridad y penados, no 
procesados. La idea es que Punta Rieles sea exclusivamente para penados. Con la cuarta etapa la 
capacidad llegaría a algo menos de 900 personas. 


Nos tienen que entregar próximamente la nueva cárcel de Las Rosas, que tendrá capacidad 
para 250 personas; la de Rivera, con capacidad para algo más de 400 personas; un celdario en 
COMPEN para 300 personas, y otro en Libertad para 360 personas. Prevemos, no para este año sino 
para el próximo, terminar el esqueleto que está en el CNR para 300 más privados de libertad. 
Teníamos previsto -esto es algo que estamos resolviendo en este momento, de acuerdo con lo que 
hemos evaluado y consultado con arquitectos- construir dos cárceles por acuerdo público-privado -está 
contemplado en el Presupuesto presentado-, que tuvieran trescientas plazas cada una para alta 
seguridad, unas trescientas para media y otras trescientas para baja seguridad. Pero luego de las 
consultas nos estamos inclinando por hacer una cárcel para 2.000 personas, de media y baja, no de 
alta seguridad, y considerar el celdario del Penal de Libertad como de alta -con las modificaciones 
necesarias-, y el módulo que nos van a entregar ahora, que es de alta seguridad, considerarlo como la 
otra cárcel de alta seguridad, porque es más fácil dar seguridad a dos cárceles cercanas que a dos 
separadas. 


La tendencia en el mundo no es esta, sino la primera que dijimos, la de hacer dos cárceles 
distintas que de novecientas plazas tengan trescientas para alta seguridad, junto con las de media y 
baja. Eso lo hemos visto en España, en Israel, en otros lados, pero el celdario del Penal de Libertad 
reparado es de alta seguridad. Entonces, no nos parece conveniente -eso es lo que nos recomendaban 
los arquitectos- hacer un gasto mucho mayor en algo de alta seguridad si podemos dedicar todo ese 
dinero solo a modificar el Penal de Libertad que ya es de alta seguridad; y lo mismo sucede con el 
módulo, que podría no ser ese, sino el del COMPEN. Pero eso llevaría a la dificultad de dar seguridad 
a un módulo metido en el COMPEN. Nos estamos inclinando por esto que estoy diciendo. 


Además, está prevista -lo que ha despertado una discusión muy grande, a nuestro juicio, por 
entender mal lo que se está planteando- la construcción de una cárcel espejo en Las Rosas, para 250 
personas más, que terminaría de contener a los que están en la vieja cárcel de Las Rosas, porque el 
nuevo celdario no llegaría a contener a los que están ahí. Entonces, tendría que quedar el nuevo y el 
viejo celdario, y el viejo celdario es una bomba de tiempo. 


La confusión que se tiene es que la cárcel de Las Rosas es una cárcel departamental. 
Entonces, nos dicen que queremos transformar una cárcel departamental en una regional, pero la 
cárcel de Las Rosas es nacional, no departamental, y tiene gente, con características de peligrosidad, 
del penal de Libertad, del COMPEN y de la cárcel de Canelones, que se ha trasladado a Las Rosas, 
precisamente, por problemas creados en Libertad, COMPEN y Canelones. Nosotros entendemos que 
llevar a Las Rosas a ser cárcel regional -como se plantea- es bajarla de categoría, porque esa gente de 
características más peligrosas tendría que salir de la cárcel de Las Rosas, según la definición de cárcel 
departamental. Esto va acompañado del proyecto de las chacras, que ya estamos desarrollando. 


El modelo que estamos siguiendo es doble. Nosotros queremos establecer celdarios en las 
chacras, y el modelo que tenemos es similar al de la cárcel de Cerro Largo. Como chacra, el modelo es 
el de Campanero. Se trataría de instalar en Campanero un celdario parecido al de Cerro Largo. La 
cárcel de este departamento tiene una chacra al lado del celdario, que no ha sido suficientemente 
desarrollada. Entonces, entendemos que una combinación de los dos debe funcionar. 


En este momento, la Jefatura de Policía, la Intendencia Municipal, arquitectos privados que 
están colaborando, sin costo, y el cuartel de Lavalleja están haciendo un trabajo de construcción de un 
celdario para 160 personas en cuatro módulos de 40 presos cada uno, con un tipo de seguridad 
necesaria, diferente, para que haya progresividad en el trato de acuerdo con las características que 
tienen. Es decir, de la más baja seguridad a la más alta, dentro de un esquema que no es de alta 
seguridad. Cada una de ellas significa condiciones de vida distintas para los presos y se accede por la 
conducta. Hay movilidad del celdario a las habitaciones de la chacra -que no son celdas- por la 
conducta, así como también a las casas de medio camino, incluidas en la chacra. 


Queremos que el modelo carcelario en general esté relacionado fuertemente con la 
conducta. Nosotros hemos dicho por todos lados -lo voy a decir una vez más- que hoy llegar a una 
cárcel uruguaya es como llegar al infierno del Dante: el que llega ahí pierde toda la esperanza. 
Entonces, no hay conducta que valga. Reciben el mismo trato, tengan buena o mala conducta; no hay 
estímulo para que un preso con buena conducta acceda al trabajo, al estudio, a más horas de patio, a 
más horas de deporte, al fin de semana en libertad, pero todo determinado por la conducta y por el 
cumplimiento con las políticas de rehabilitación. Entonces, establecer esto en las chacras -además de 
hacerlo en las cárceles de otro orden- contribuye a esa progresividad, y acceder a las chacras forma 
parte de la progresividad. 


En ese sentido, nosotros tenemos tres prioridades, porque esto está relacionado con sacar 
las cárceles del centro de las ciudades del interior. La primera prioridad es trasladar toda la cárcel de 
Lavalleja para Campanero y cerrarla. La segunda es la cárcel de Rocha; la tercera es la de Soriano y la 
cuarta -pero no para sacar la cárcel, sino para desarrollar la chacra- es la de Cerro Largo. Ahí la cárcel 
no está en la ciudad, sino en la chacra, pero hay que desarrollar la chacra, no el celdario. 


Hoy en Campanero hay 48 presos trabajando en la construcción de la cárcel. Ese es el otro 
aspecto. Para construir los celdarios en las chacras no vamos a contratar empresas, sino que lo vamos 
hacer con el trabajo de los presos. Desde los materiales -bloques, mejorados, fortalecidos- hasta la 
propia construcción, se hará con el trabajo de los presos. En Campanero se está trabajando con 
obreros que proporcionó la Intendencia y con albañiles que proporcionó el cuartel. Hay 48 presos 
trabajando fuera de la cárcel de la ciudad 


Empezamos a hacer lo mismo en Rocha, pero no con la misma cantidad. Hoy hay 14 en la 
chacra; hace unos meses había seis. Instalamos tres contenedores. Voy a decir la palabra que 
después lleva a algunos a exclamar: "¡Qué disparate, cómo van a hacer eso!, pero lo voy a explicar. 
Dicen: "¡Cómo van a llevar presos a esos contenedores!" Pero esos contenedores son los que 
utilizaron los trabajadores para construir Botnia. Tienen calefacción, aire acondicionado y duchas. Son 
casas, y están preparadas para eso. 


Instalamos tres contenedores de estos en Rocha, con capacidad para ocho o diez presos 
cada uno, para seguir trasladando presos de la cárcel a la chacra, a los efectos de hacer más fluida la 
construcción. Los 14 presos están sin alambrado, y la única custodia que tienen es una policía 
femenina, que está de día y que, además, es la encargada de la producción. No tienen la menor 
intención de irse; no la tienen. 


Los presos que llevemos a los contenedores, quizá, sí tengan un alambrado. De noche 
cambia la policía femenina por un policía masculino, pero no tienen la menor intención de irse. En 
Campanero la gran mayoría de los presos también está sin alambrado, pero tampoco tienen la menor 
intención de irse. 


Hay anécdotas que muestran la conveniencia de este tipo de política de presos que cumplen 
con la pena, alcanzan la libertad y no se quieren ir. Dicen: "Si vuelvo a mi departamento, a mi pueblo, a 
mi barrio, soy una persona que va a estar mal vista por haber estado preso. No me van a dar trabajo, 
voy a terminar robando de nuevo y voy a volver. Para eso me quedo, trabajando como estoy, que estoy 
bien". Eso pasó en Lavalleja. El Jefe de Policía de Lavalleja habló con el Jefe de Policía de Cerro 
Largo, quien le consiguió trabajo a esta persona en una chacra, donde hoy está trabajando sin ningún 
tipo de problema. 


En la cárcel de Piedra de los Indios, en Colonia, había una familia entera, con los hijos 
incluidos, todos presos, trabajando. Le tocó la libertad al padre y no se quería ir. Se tuvo que ir y se fue 
directo a un lugar donde vendían celulares. Robó uno y lo mostraba a la cámara de filmación, diciendo: 
"Robé, llévenme preso que robé". Cuando lo llevaron a la Jueza, los policías le decían que estaba loco, 
porque ahora era reincidente y no lo iban a llevar a la chacra. La Jueza le dijo que no lo iba a procesar, 
tuvieron una discusión y al final acordaron que no lo procesaban y que lo autorizaban a entrar de 
mañana y a salir de noche, pero no se podía quedar a dormir ahí. De esos ejemplos tenemos muchos. 


Por otra parte, los Jefes de Policía del interior nos informan que desde que empezamos a 
hablar de esto, muchos presos cambiaron la conducta y se han puesto a estudiar, porque quieren ir a 
las chacras. Solamente hablar de la posibilidad de mejorar lleva a cambiar la conducta. Nosotros 
entendemos que si realmente existe la movilidad por conducta y se nota, evidentemente va a tener 
otros efectos. 


Estamos pensando -nos hemos reunido con el Instituto Nacional de Colonización, con 
MEVIR y con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca- en tener un lugar -probablemente, en El 
Espinillar- con 14 casas con capacidad para diez personas cada una, dividiéndolas al medio, a los 
efectos de hacer una experiencia piloto, con quienes se lo hayan ganado, para que terminen su prisión 
ahí con su familia, con un plan de producción, de acceso al mercado y con escuela para menores. 
Queremos hacer esa experiencia y estamos viendo la posibilidad de adquirir ese predio que son 35 
hectáreas. Lo que estoy diciendo, obviamente, significa dar posibilidades a la progresividad y a la 
movilidad, y que eso se produzca de acuerdo con la conducta. 


Nosotros hemos estado en dos países completamente distintos: España e Israel. Los dos 
tienen el mismo sistema, y funcionan. Además, tienen posibilidad de trabajar; trabajan los que 
cocinan, los que limpian y se les paga por eso. También trabajan quienes están empleados en 
empresas privadas, que funcionan dentro de la cárcel, y perciben un sueldo y están en la seguridad 
social, y se preparan para salir. Nosotros estamos en eso. 


En líneas generales esta es la política que tenemos previsto aplicar. 


Evidentemente, esta política se basa en una estricta clasificación de los presos; no se puede 
aplicar este sistema partiendo de la situación actual. Hay que clasificar, y para trasladar a Punta de 
Rieles, estamos clasificando en Rocha y en distintos lados, sobre todo donde es imperioso trasladar, 
pero tenemos que clasificar a todos, vayan a ser trasladados o no. Hay que prever, por lo menos, tres 
categorías -tendrían que ser cuatro-, y también pensamos en un lugar donde puedan alojarse presos 


entre dieciocho y veinticinco años -más o menos; esperamos el resultado de la clasificación- para que 
puedan aplicarse políticas de rehabilitación específicas. 


El 1? de enero el Sistema Nacional de Cárceles cambia su denominación a Instituto Nacional 
de Rehabilitación -por ahora solo será cambio de nominación, pero después será de contenido- y 
estamos pensando -lo tendremos que resolver en estos días- en nombrar un Director del Instituto 
Nacional de Rehabilitación para trabajar con dos Subdirecciones, una que comprenda el área 
metropolitana, que abarcaría lo que hoy es el Sistema Nacional de Cárceles, más la Cárcel de 
Canelones, sacando la Cárcel Departamental de Juan Soler, y la otra el resto del interior, porque el 
área metropolitana comprende Montevideo, San José y Canelones. En el caso del interior se trata de 
incorporarlo a una regionalización que desarrolle la política de chacras que mencioné. La idea es ir a 
una transición con ese comando y un Consejo que estaría integrado por el Ministro, por el Director 
General de Secretaría y el Director Nacional de Policía. 


A su vez, estamos hablando con empresas interesadas en colaborar con esta política, 
instalando fuentes de trabajo en las cárceles. 


Por otra parte, olvidé decir que se pretende transformar al CNR en una cárcel regional de 
mujeres, con la ampliación prevista y lo que existe actualmente. No queremos repetir la experiencia del 
CNR, no en el sentido de crear nuevos, sino de extender la política allí aplicada a todos los demás 
centros penitenciarios. Es más, hace tres días tuve una entrevista con el Comisionado de Naciones 
Unidas que vino a ofrecer cooperación para mejorar el sistema carcelario, y nos propuso ayudar a 
construir una cárcel distinta. Rechazamos esa propuesta, porque no queremos una cárcel distinta, sino 
un modelo distinto; esto es, todo. Es decir, la movilidad y la progresividad se tienen que dar desde las 
cárceles más duras hasta las más blandas, y viceversa, pero si creamos una sola distinta y más blanda 
no creamos un modelo. Explicamos esto al Comisionado, lo entendió y nos pidió que dijéramos lo 
mismo en un foro donde hubiera representantes de distintos modelos carcelarios, por lo menos del sur 
de nuestro continente, en el entendido que nuestro planteamiento es correcto. 


Hemos visto otras experiencias, por ejemplo, la de República Dominicana, donde convive un 
sistema viejo con uno nuevo. El sistema nuevo tiene cupos establecidos y de cuatro presos que caigan 
juntos, dos van a parar al sistema nuevo y los otros dos, como llenan el cupo, van al viejo. Nuestras 
peores cárceles son hoteles cinco estrellas al lado del sistema viejo de República Dominicana, donde 
se paga para colgar una cuerda del techo para poner una asiento y dormir sentados. Asimismo, las 
paredes tienen agujeros, nichos, donde duermen. A su vez, existe mercado libre y prostitución que 
viene de afuera a ojos vistas del director de la cárcel. Por otro lado, hay unas cárceles perfectas, pero 
¿cuándo las cárceles perfectas sustituirán al sistema viejo? No se sabe, porque no es un sistema, sino 
dos. Entonces, no hay progresividad en ambos sistemas, sino en uno y el otro es peor que el infierno 
de Dante. 


No queremos pasar por esa experiencia, sino establecer este modelo que estamos 
manejando, que implica que habrá gente que estará dentro de un modelo duro, pero dentro del 
sistema, y tendrá la posibilidad de salir de ahí, dependiendo de su conducta. 


Hace dos semanas estuvimos con el Inspector Guarteche en Israel y visitamos un complejo 
carcelario muy grande, que tiene una estructura muy fuerte de seguridad, con cuatro alambrados, y no 
dos, uno solo para contener perros de seguridad, a lo que se suma tecnología y demás, y dentro de 
ese perímetro de seguridad existen distintas cárceles, incluida una para menores. La cárcel para 
menores tiene una conducción técnica especializada en menores que, a mi juicio -lo aventuro-, es 
mucho más avanzada que cualquiera de nuestros institutos de menores. 


En esta cárcel se incorporan algunas técnicas que vale la pena comentar. En primer lugar, es 
obligatorio que cada menor tenga una mascota y se haga cargo de ella; puede ser un pez. Más allá del 
cariño que se crea con la mascota, la mascota es su vida, y mantener su mascota es mantener la vida; 
ese es el criterio, y todos cumplen porque, además, les gusta la mascota. 


También tienen un minizoológico de animales que en general son simpáticos, es decir, 
conejos, palomas, pájaros, ratones blancos -más allá de que a alguien pueda resultarles antipático-, 
con los que se encariñan y se identifican. Los menores tienen la responsabilidad de mantenerlos, 
además de a sus respectivas mascotas. Visitan ese minizoológico en grupos de no más de cinco o seis 
menores con psicólogos. 


Asimismo, de vez en cuando alimentan a animales antipáticos como, por ejemplo, culebras, 
que hacen todo lo que pueden para comerse a un ratón blanco, y a último momento el ratón blanco se 
orina. Se cuentan distintas anécdotas a este respecto, pero quiero recordar solo una. Había un menor 
de dieciséis años que había violado a una niña y nunca conectó con la víctima. Se sabe que no hay 
rehabilitación si no se conecta con la víctima, pero este muchacho conectó con la víctima cuando vio la 
conducta del ratón blanco y empezó un proceso de rehabilitación. 


Esto lo hacen dirigido y estudiado. Además, tienen un lugar lejos del celdario, pero dentro del 
perímetro que corresponde a menores, que cuando lo vi pregunté qué era. "Un living", me contestaron. 
Atrás de ese living hay una cocina con plasma, con heladera, es decir, con todo lo que puede contener 
una casa de clase media israelí, no nuestra. Además de las visitas semanales o periódicas, en ese 
lugar se reúne un menor con la familia y un psicólogo, y lo que se intenta mostrar al menor es que ese 
ambiente hay afuera: "A esto accedes con el cambio de conducta, y lo que tenés a cambio es la celda; 
vos elegís". Está todo orientado así. También se dictan cursos. Eso es política de rehabilitación, y a eso 
tenemos que apuntar. 


No tiene exactamente que ver con lo que estamos haciendo pero sí con el Instituto Nacional 
de Rehabilitación que tenemos que discutir y por eso lo menciono. 


SEÑORA FULCO.- Quiero agregar que si bien nuestro plan se está desarrollando desde marzo, en 
distintas áreas, somos conscientes de que todavía estamos transitando una realidad crítica en el 
sistema penitenciario, que tiene altibajos, de acuerdo con los establecimientos de que se trate. Si bien 
hubo avances en algunos establecimientos y tenemos la pronta perspectiva de iniciar una etapa con 
este descongestionamiento, que nos permita llevar adelante la primera separación básica entre 
penados y procesados -por lo menos, en la capital, por el momento-, todavía hay mucho por hacer. 


Queremos dejar sentado que no estamos eludiendo de ninguna manera las situaciones que 
se viven a diario, sobre todo en los establecimientos que en este momento son más críticos, es decir, el 
COMPEN, el Penal de Libertad, la Cárcel Departamental de Canelones y Maldonado. Las próximas 
inauguraciones, precisamente en estos establecimientos, nos permitirán realizar una pequeña 
movilización de esa población reclusa, pero todavía no es la solución, que creo que la estaremos 
viendo a fines de 2011. 


También quiero decir que esta etapa de descongestionamiento está acompañada por otros 
movimientos, que es la clasificación, señalada por el señor Ministro -en la medida que lo permitan 
estas ampliaciones y la apertura de centros nuevos-, el ingreso y capacitación de personal, reciclaje y 
formación de personal -que es fundamental-, que ya está, y la instauración de programas de 
rehabilitación y tratamiento, que a la fecha son escasos -son pequeñas experiencias de bajo impacto-, 
cuyo eje estará centrado en la educación y el trabajo, y el deporte y la cultura; en algunos casos ya se 
están implementando planes y programas a través del apoyo de la cooperación internacional. 


También es importante decir que con este ingreso de personal que será distribuido, que en el 
área técnica serán aproximadamente trescientos cincuenta, tenemos como eje de la orientación de una 
política en el área de la rehabilitación el Centro Nacional de Observación, Diagnóstico y Tratamiento -el 
Instituto Nacional de Criminología- que se va a revitalizar. Este Centro hasta hoy cubre todo el país tan 
solo con diecinueve técnicos, supuestamente, para llevar adelante la tarea de capacitación y de 
rehabilitación. Quiere decir que el objetivo es rehabilitar y potenciar este Centro a través de la 
integración de cuadros técnicos acordes al trabajo que tenemos que hacer. 


De esta manera, podremos replicar el modelo del CNR, porque consideramos que fue 
exitoso y deseamos que continúe, pero estuvo reducido a un número muy restringido de personas 
hasta la fecha. La idea es replicar este modelo a través de este Centro Nacional de Observación, 
Diagnóstico y Tratamiento y expandirlo al resto del país, para aquellos que estén comprendidos dentro 
de su perfil. No olvidemos que este modelo se pensó y se diagramó para personas que tuvieran entre 
dieciocho y veintisiete años, con características de primariedad y que hubieran cometido delitos leves, 
y hasta la fecha ha funcionado bien. Quiere decir que este modelo permanecerá y, además, se 
incorporarán otros aspectos al plan para sumar otro tipo de perfiles de personas privadas de libertad. 


Quiero remarcar significativamente que también nos preocupa la situación de las mujeres 
privadas de libertad, que es bastante dramática en todo el país, porque las cárceles han sido pensadas 
para hombres y se han hecho pequeños espacios, a medida que la delincuencia femenina fue 
aumentando, pero no las incorporan. 


Por eso, como se sabe, este año se inauguró la Cárcel de El Molino que nos trajo 
tranquilidad, sobre todo, porque nos permitió sacar los niños de Cabildo, situación dramática de 
constante daño emocional para los niños que nacían y se criaban en situación de cárcel. Uno de los 
últimos que salió, nació y vivió en la cárcel durante ocho años. Quiere decir que su mundo fue la cárcel, 
más allá de entrar o salir al colegio. 


La Cárcel de El Molino hoy es un ejemplo de buenas prácticas, pero evidentemente atiende 
la situación de Montevideo. Esperamos replicar la misma experiencia en otras áreas del país, para que 
existan otras cárceles como la de El Molino que puedan alojar exclusivamente a las madres con sus 
hijos. 


Asimismo, en esta redistribución, el edificio del CNR -con lo que resta construir, lo que 
llamamos el esqueleto de la parte de atrás- permitirá solucionar y cerrar definitivamente el 
Establecimiento Correccional y de Atención de Mujeres de Cabildo, donde hoy se alojan 
promedialmente trescientos cincuenta mujeres, mientras que su capacidad es para ciento veinte. | Así 
que el hacinamiento es crítico, la situación de violencia es crítica y toda la interna es absolutamente 
crítica. A pesar de haber sacado de allí a cien mujeres que hoy están en el CNR, inmediatamente, 
entraron cien más; el ritmo de crecimiento de la población femenina es muy alto. Por lo tanto, el edificio 
del CNR con esa ampliación nos va a permitir tener holgadamente a las mujeres en buenas 
condiciones y con diversas actividades en el área de educación trabajo y estudio. 


Para terminar, quiero decir que hay una preocupación sustancial en lo que tiene que ver con 
la instauración de programas para personas con problemas de adicción. Si bien para ello ahora 
contamos con la ayuda de la cooperación internacional, este año comenzó una experiencia que abarca 
2011, con dos experiencias piloto: una que cubre el área de mujeres por parte de la Junta Nacional de 
Drogas, de asistencia y tratamiento en El Molino, Cabildo y el CNR, y otra que empieza a partir del 1? 
de febrero en Punta de Rieles, con las personas que reúnan el perfil de tener problemas de adicción. El 
objetivo último es llegar a tener un centro, establecimiento, pabellón o sector que deberá tener una 
capacidad para, por lo menos, doscientos cincuenta o trescientas personas, teniendo en cuenta el 
número de adictos que hay hoy en el sistema. Cuando una persona ingrese al sistema penitenciario, 
luego de haber pasado por el Centro Nacional de Observación, Diagnóstico y Tratamiento, si se 
confirma que tiene un problema de adicción, que es un enfermo, directamente entrará a ese centro 
para las adicciones, con un programa especialmente diseñado para trabajar la adicción, donde se 
quedará hasta obtener el alta -la adicción es una recuperación de por vida, pero por lo menos hasta 
que obtenga el alta en lo que refiere al control de la abstinencia- y ser redistribuido en el resto del 
sistema. Uno de los problemas mayores de violencia intracarcelaria que tenemos hoy lo constituye la 
convivencia entre personas con problemas de adicción y las que no lo tienen. Esto ha quebrado 
cualquier intento de tratamiento, porque la persona adicta tiene dificultades de convivencia: es una 
persona violenta, que no tiene códigos y que permanentemente está contaminando cualquier área del 
sistema que esté marchando bien. Por eso es que nos parece tan importante, además de trabajar 
paralelamente en prevención social en las adicciones, poner el foco en el tratamiento de las adicciones 
en cárcel, para que ese tiempo sea útil y de recuperación. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Antes de responder la pregunta del Senador Moreira, me voy a 
referir a algunas cosas que quedaron colgadas. 


Yo expuse el modelo al que vamos; la psicóloga Fulco acaba de mencionar los problemas 
que tenemos; y quiero recalcar que el modelo al que vamos convive con lo que tenemos y heredamos. 
Y tenemos enormes dificultades para solucionar esos problemas, sin recibir Punta de Rieles, Las 
Rosas, Rivera. La ley de emergencia carcelaria nos ha dado muchos recursos; mucho de lo que 
estamos haciendo es gracias a los recursos que nos proporcionó esta ley, sin el presupuesto. 


Una de las cosas que pedimos y no pudimos aplicar es la utilización de unidades militares 
para el traslado de presos. El Ministerio de Defensa Nacional nos ofreció varios cuarteles que fuimos a 
ver, junto con los mandos militares, pero no se prestaban para nada, no podíamos ocupar esos lugares 
con presos, más allá de que fueron ocupados por presos políticos. Por ejemplo, ninguno tiene baños, ni 
tenía cuando fue ocupado por presos políticos. En aquel momento la solución era vendar los ojos a los 
presos, ponerlos en fila de doce agarrados de los hombros y, rodeados de soldados con fusiles, 
llevarlos al baño. Y eso no lo podemos hacer de ninguna manera. Se puede hablar de baños químicos, 
pero si trasladamos un número importante de reclusos, estos baños no son una solución. Entonces, 
ese mecanismo -más allá de que quedó habilitado por si hay una urgencia de otro tipo, no con los 
presos más livianos, sino algún problema con presos mucho más pesados- no se pudo aplicar. La 


solución que tenemos pasa por recibir lo que tenemos hoy y los celdarios o las cárceles que 
mencioné. 


SEÑOR PENADÉS.- No me queda claro por qué las instalaciones militares no pueden servir para 
alojar presos primarios, porque quienes conocemos esas instalaciones sabemos que todas las 
barracas tienen la batería sanitaria como para atender a doscientos hombres. Yo puedo llevar al señor 
Ministro a varias unidades militares donde se encuentra alojado un batallón y tienen instalaciones, a 
pesar de que los batallones se encuentren bastante diezmados producto de otra circunstancia que no 
vamos a analizar. 


Nadie está pensando en utilizar las unidades militares para trasladar cientos o miles, pero 
muchas pueden servir para descomprimir, trasladando a presos primarios, ya que la emergencia hoy 
está instalada en lo que refiere al hacinamiento. Y sin perjuicio de que las instalaciones sanitarias no 
son las ideales, donde se alojan soldados en las barracas hay baterías de baños e instalaciones 
sanitarias para atenderlos, por lo que perfectamente podrían alojar, en una situación primaria, a 
reclusos primarios o de baja peligrosidad. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- En ningún momento nos ofrecieron el dormitorio de la tropa, 
donde sí hay instalaciones sanitarias; en las barracas que nos ofrecieron no hay. También nos 
ofrecieron la posibilidad de hacernos cargo de un cuartel entero, pero eso tenía sus complicaciones. 
Nos ofrecieron el Regimiento de Caballería N* 9; con solo pensar el barrio que tiene alrededor, está 
claro que no conviene llevar presos ahí, por más que sean de baja peligrosidad. Además, esa 
posibilidad estaba subordinada a que nosotros solucionáramos el traslado del Regimiento de 
Caballería N” 9. Siendo así, nos resulta más fácil construir un celdario en una chacra, que es lo que 
hicimos en algunos casos. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Solamente quería saber a qué se refiere el señor Ministro con solucionar 
el traslado. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Me refiero al traslado para una unidad militar distinta, pero 
haciéndonos cargo de los costos que significa la adaptación, que en ningún caso era sencilla ni barata. 


SEÑOR MOREIRA.- Quizás sería mejor que el señor Ministro terminara con su exposición y, después, 
hiciéramos las preguntas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- He tenido cierta flexibilidad porque las interrupciones que han pedido fueron 
puntuales y por temas a los que se estaba refiriendo el señor Ministro en el momento. 


Propongo que una vez terminada la presentación general, hagan uso de la palabra los cuatro 
legisladores que están anotados, que son Novales, Espinosa, Penadés y Esteban Pérez. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Antes de responder la pregunta del señor Senador Moreira, me 
voy a referir a un tema que conviene expresar porque creo que ha sido muy mal manejado por la 
prensa, que tiene que ver con la supuesta amnistía que estamos planteando. Como no es así, lo quiero 
aclarar. 


Lo que hemos manejado en conversaciones con la Suprema Corte de Justicia -que ya 
llegaron a su fin; tenemos un producto que hay que redondear, pero nos comprometimos con dicha 
institución a no manifestarlo hasta no terminar- no es una amnistía, sino una serie de medidas que, de 
alguna manera, también contengan un plazo razonable para que los Fiscales hagan el pedido y los 
Jueces se expidan, a fin de que no haya presos esperando durante tanto tiempo la condena que, 
cuando llega, es por menos tiempo del que han estado detenidos. Entonces, no es una amnistía desde 
el momento que se trata de una serie de medidas que después tienen que resolver los Jueces y no 
ningún organismo del Poder Ejecutivo. Determinados delitos -homicidios, violaciones, rapiñas, sobre 
todo armadas o con privación de libertad y copamiento; no recuerdo todos- quedaban excluidos de lo 
que se planteaba, que era que cuando pasara un tiempo determinado, que fuera el razonable, sin 
pedido Fiscal, los presos esperaran el proceso en otras condiciones, que podían ser, de acuerdo con lo 
que el Juez decidiera, libertad asistida o prisión domiciliaria, pudiendo alegar el Fiscal, además, 
dificultad para pronunciarse por un hecho colectivo y tener un plazo más. El objetivo final de esto era 
acelerar los trámites de la Justicia y no la libertad otorgada por el Poder Ejecutivo. 


La parte de negociación, intercambio o elaboración -como se le quiera llamar- entre los 
redactores del Ministerio y de la Suprema Corte de Justicia está terminada y resta conversar entre el 
Ministro y el Presidente de la Suprema Corte de Justicia para ver qué queda en pie de este resultado 
luego de que ambos organismos lo hayan tratado. 


Solo hago esta aclaración porque no se trata, para nada, de lo que la prensa ha recogido. 
A continuación voy a contestar la pregunta del señor Senador Moreira. 


Es público y notorio que hubo varias versiones sobre lo que pasó respecto a la muerte de un 
recluso: que denunció el tráfico de drogas por parte de otros reclusos; que denunció tráfico de celulares 
en connivencia con funcionarios del CNR -desde un extremo al otro, hubo varias versiones-; en 
definitiva, fue golpeado por un conjunto de presos del CNR y a raíz de esa golpiza va al Juez y la 
Jueza Fanny Canessa dispone el aislamiento del recluso golpeado. De acuerdo con lo que tenemos 
ahora, ahí vuelve a haber dos versiones. La Directora y los funcionarios dicen que fue aislado; pero 
está la versión de la Policía Técnica que dice que no hay dudas de que lo que se produjo fue suicidio, 
y la del Instituto Técnico Forense que dice que no fue un suicidio, sino un homicidio, sin determinar 
claramente quién fue el que lo produjo. 


Antes de que el Instituto Técnico Forense hiciera esta determinación, la Jueza llama a la 
Directora del CNR para preguntarle si había cumplido con las medidas que había dispuesto, ella 
informa que sí lo había hecho y, a su vez, informa a otra Jueza, a la de turno, que el recluso había 
fallecido. Ahí se produce un problema importante y hay toda una situación de reinterrogatorio donde 
aparece posteriormente la posición del Instituto Técnico Forense manejando la posibilidad de homicidio 
y no de suicidio. 


En todas estas idas y venidas, se interroga varias veces a la Directora del CNR y a varios 
funcionarios que denuncian por escrito al Ministerio la forma en que fueron tratados por la Fiscal, la 
doctora Beatriz Scapusio, con insultos y críticas de todo tipo al Presidente de la República y al Ministro, 
y denuncian que eso no tiene nada que ver. A su vez, la Defensora de Oficio plantea que no 
corresponde que la Fiscal pida a la Directora del CNR que tome medidas; que se lo tiene que pedir la 
Jueza y no ordenar la Fiscal. |La supuesta denuncia del Ministerio consistió en poner en manos del 
Ministerio de Educación y Cultura las denuncias que la Cartera recibió por parte de los funcionarios que 
fueron como testigos, así como poner en antecedente de los mismos hechos, con las denuncias, a la 
Suprema Corte de Justicia. Eso fue traducido en denuncia y pedido de revocación, que el Ministerio no 
hizo. Lo que hizo fue trasladar las denuncias realizadas por los funcionarios testigos, que reclamaban 
ante el Ministerio esa situación. Eso fue lo que sucedió. 


Nosotros no cuestionamos la decisión de la Jueza. Sí entendemos que hay dos cuestiones: 
la Técnica nos dice una cosa y el Instituto Técnico Forense, otra. Por lo tanto, en determinado 
momento la Defensora de Oficio se encargó de la defensa de la Directora del CNR, psicóloga Diana 
Noy. Hoy esa defensa fue sustituida, no por el Ministerio, sino por la psicóloga Diana Noy, y se está 
encargando de la defensa la doctora Martínez Burlé. 


Eso es lo que entendemos que sucedió. Luego se verá cuál es el resultado del 
procesamiento o de la comparecencia ante el Juez. 


SEÑOR NOVALES.- No sé si algún compañero va a intervenir sobre ese tema, porque lo mío tenia que 
ver con el informe que había dado antes el señor Ministro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Las dos cosas juntas. 


SEÑOR NOVALES.- Solamente quiero hacer una pregunta sobre lo que menciobnó el señor Ministro 
de que las cárceles que están en los radios urbanos, fundamentalmente en las plazas, van a ser 
cambiadas de lugar. Yo he tenido versiones, pero me gustaría que quedara establecido, de que primero 
será la de Lavalleja, en segundo lugar la cárcel de Rocha y luego la de Mercedes. Es sabido que la 
cárcel de Mercedes está junto a la Jefatura de Policía y tiene un hacinamiento importante. Por tanto, 
me gustaría saber, a efectos de poder decirlo en el departamento al que represento, en qué plazo será 
trasladada la cárcel de Mercedes, teniendo en cuenta que desde hace muchos años el Patronato de 
Nacional de Encarcelados y Liberados está trabajando muy bien en Soriano y que, oportunamente, 
existió un proyecto para trasladar la cárcel de Mercedes a algún campo de propiedad del Ministerio del 
Interior, para lo cual se afectarían algunas tierras de mucho valor que tiene el Ministerio y que serían 


vendidas al Instituto Nacional de Colonización -algo en lo que creo que se ha adelantado bastante-, 
con cuyo producido se comenzaría la construcción de la cárcel de Mercedes. 


Entonces, no tienen por qué decir una fecha exacta, pero por lo menos quisiera conocer una 
estimación de cuándo va a suceder esto, si en unos meses o tal vez el año próximo. 


También quiero decir algo que tiene mucho que ver con la cárcel de Mercedes. Tengo en mi 
poder un diario de la ciudad de Mercedes, de fecha 19 o 20 de octubre...Disculpe, es del 21 de 
octubre, cuyo título principal dice: "La Cárcel de Mercedes en emergencia, sin víveres para ciento 
cincuenta presos". Según señala este diario, el 19 y 20 de octubre los presos habían comido porque un 
vecino donó una vaca y porque el Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados había colaborado 
con sus magros recursos. 


Las gestiones realizadas por el señor Jefe de Policía, que sabemos que fueron intensas, 
lograron -porque se lo he preguntado- que el Ministerio enviara fondos a efectos de solucionar esta 
gravísima situación, que causa gran alarma en la ciudad, porque no solamente se trata de una cárcel 
que tiene más de cien años, que está prevista para setenta u ochenta presos y en la que hay ciento 
cincuenta, sino porque me imagino que debe ser un volcán cuando los presos leen estos diarios y ven 
que no hay comida. Además, ellos lo ven, porque colaboran en la cocina. 


Todos sabemos que la parte económica es muy complicada, muy difícil, y que los esfuerzos 
por parte de las autoridades se hacen, pero a efectos de dar tranquilidad a la gente me gustaría saber 
si estaría asegurada la alimentación de los ciento cincuenta presos de la cárcel de Soriano por lo 
menos hasta que empiece a regir el nuevo Presupuesto. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Primero respondo la segunda. En realidad no entendí del todo, 
porque el diario del día 19... 


SEÑOR NOVALES.- No, me corregí: el diario del día 21. 
SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Ah, porque no entendía. 


Yo creo que lo único que hubo de todo eso es que el Jefe de Policía dijo que si no tenía un 
refuerzo iba a faltar comida. El refuerzo se le dio inmediatamente y no faltó comida. No hizo más 
gestión que esa: decir que necesitaba un refuerzo de rubros, que se le dieron. Nada más. 


Ahora: estamos investigando cómo se produjo eso y cómo un diario dice lo que dice, porque 
eso no sucedió. Sí pasó que en determinado momento, si no tenían un refuerzo de rubros iba a faltar 
comida, pero no faltó. Esa es una parte de la respuesta. 


Por otra parte, dije que las prioridades eran tres: cerrar la cárcel de Lavalleja, de Rocha y de 
Soriano, y agregué que la cuarta era trabajar en la chacra de Cerro Largo, que ya tenía el celdario 
fuera de la ciudad, pero no tenía la chacra. 


A veces no entro en detalles porque sería muy extensa mi intervención, pero es como decía 
el señor Representante: hace tiempo que vecinos, los Diputados del departamento, Ediles, el 
Intendente, y creo que el Instituto Nacional de Colonización incluido, vienen realizando gestiones -lo 
están haciendo desde el Período pasado- para que el Ministerio le venda un campo a Colonización y, 
con el dinero recaudado, trabajar en la chacra para trasladar a los presos de la cárcel que está en la 
plaza. Ese planteamiento yo también lo recibí. Ayer nos reunimos con los tres Diputados del 
departamento y con el señor Intendente -creo que también había vecinos- por otro tema, pero este fue 
un aspecto previo, y les comunicamos que hasta hace poco tiempo teníamos la duda de si el campo 
era nuestro, porque había sido cedido por otro Ministerio. Debíamos comprobar si efectivamente ya era 
nuestro. Efectivamente es nuestro, lo comprobamos, y le comunicamos al Instituto Nacional de 
Colonización que estamos dispuestos a cederle el terreno y a utilizar el dinero para acelerar la 
construcción del celdario en las chacras de Soriano. Lo vamos a hacer. En cuanto al plazo, yo diría que 
esto puede suceder en el correr del año que viene, pero más no puedo decir. Nosotros evaluamos lo 
que sale construir un celdario de las características que señalé, y cuesta US$ 600.000. Lo que nos 
han ofrecido por ese terreno -sin demasiada precisión- supera bastante esa cifra, por lo que podemos 
acelerar la construcción. Pero tampoco puede ser muy urgente. Supongo que en el correr del año que 
viene eso se podrá estar haciendo; y si no, en los primeros meses del otro año. 


SEÑOR ESPINOSA.- Antes que nada, quiero expresar con absoluta franqueza que hay algo que nos 
preocupa mucho. 


Hemos escuchado en este ámbito parlamentario, en conferencias, en diferentes 
comunicados a la prensa, desde mayo de 2005 a la fecha, que se pensaba tomar un número muy 
importante de medidas quirúrgicas para abatir el hacinamiento penitenciario. Hemos escuchado 
también de forma muy enérgica al ex Presidente Tabaré Vázquez hablar de la necesidad de 
intervenciones quirúrgicas para mejorar esta situación. Se habló de traslado, de cuarteles, en fin, se 
habla, se habla y se habla. 


No pretendo entrar en el debate político porque no es la propuesta de hoy. La idea es 
escuchar al señor Ministro y hacerle algunas preguntas. Pero, ¿quién no se ve tentado a hacer una 
referencia cuando se reitera tantas veces el concepto de lo que se ha heredado? Yo pregunto: ¿qué 
hemos heredado: lo de la gestión pasada o un conjunto de situaciones que sobrepasan a cualquier 
Gobierno, sin distingo de colores políticos? 


Lo que me preocupa, señor Ministro, es que desde 2005 se vienen contraponiendo 
opiniones. Se dijo que se iba a construir más y mejores cárceles, basados en la ley de humanización, 
con la cual tenemos discrepancias en cuanto a sus resultados. Fijense que si en mayo de 2005 había 
7.200 reclusos, la cifra descendió a 6.800 en 2006 y trepó a 7.300 en 2007, quiere decir que el nivel de 
reincidencia fue muy importante. Quizás en esos lapsos se podrían haber destinado esfuerzos 
económicos a los efectos de construir nuevas cárceles. 


Concretamente, queremos saber si el señor Ministro podrá acercarnos oportunamente los 
plazos previstos, porque volvemos a escuchar más de lo mismo; volvemos a escuchar tantas plazas, 
tantas plazas, pero, ¿cuándo se van a construir, en qué momento, en qué oportunidad? 


Otra inquietud que quiero plantear: ¿qué estamos haciendo con eso tan grave, tan increíble, 
como es el ingreso permanente de drogas a los penales? He hecho más de un pedido de informes y he 
recibido respuestas de todo tipo, que va, que viene, pero no me concretan elementos claves, por 
ejemplo, la utilización de instrumentos tan eficientes como los escáneres químicos y de rayos x para 
detectar el ingreso de droga. Nunca pude recibir una respuesta del Gobierno que diga exactamente 
dónde se utilizan, en qué momento y qué resultados han tenido. 


No tengo claro tampoco los resultados -lo digo con respeto, porque valoro las oportunidades 
laborales- de tanto ingreso de técnicos, de docentes, que engrosan los gastos del erario. Me imagino 
-porque pasa en mi departamento- que seguramente allí los ciento veintitrés primeros docentes que se 
contrataron en la gestión pasada para cumplir tareas para la redención de penas por vía de estudio, no 
pudieron hacerlo porque no había una insfraestructura adecuada. Quizás eso se multiplique en todo el 
país. ¿Y qué podemos decir hoy por hoy, después de haber hablado en el seno parlamentario de la 
potencialidad de las chacras penitenciarias cuando desde el primer día del 2005 estuvimos hablando 
de la necesidad de implementarlas, han pasado casi seis años y recién ahora estamos viendo si 
podemos implementar un sistema penitenciario, mientras tenemos un desaprovechamiento total de 
ciertos establecimientos? Y pongo nuevamente como ejemplo la chacra de Canelones, donde hoy por 
hoy tenemos poco más de mil reclusos en la cárcel departamental y menos de cuarenta en la chacra 
penitenciaria de la localidad. 


Señor Ministro: yo no quiero inferir intención y confío en el éxito de su gestión. Ojalá le vaya 
bien. Pero me gustaría que precisara concretamente algunos datos, porque en definitiva es lo que nos 
va a permitir evaluar resultados. Hoy por hoy, vuelve a expresarse que hay un número muy importante 
de cupos; el hacinamiento es impresionante y la violación a los derechos humanos ha quedado 
destacada. Desde el propio Ministerio se tiene la valentía de reconocer la gravedad del problema. Sin 
embargo, hemos notado que, lamentablemente, hay muchos anuncios -algunos muy pomposos:, 
mucho pensamiento, mucho proyecto, que no se concretan. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Simplemente, quiero hacer dos preguntas muy específicas. 


En primer lugar, en función del planteo que hace el señor Diputado Espinosa quisiera hacer 
algunas preguntas, para que se respondan todas de una vez y ahorrarnos intervenciones. 


En primer lugar, sigo sin entender -discúlpeme- la ecuación de costos respecto al traslado. 
Si usted tiene las instalaciones del Regimiento de Caballería N“9, como no se le está pidiendo que 


sustituya al cuartel, lo que tiene que hacer es costear el traslado, y se supone que el traslado es a la 
Brigada de Caballería N*3, que queda frente al Regimiento de Caballería N* 4, lo cual, a mi juicio, no 
implica un costo muy grande. Seguramente, el señor Ministro tiene muchos más datos. 


En segundo término, quisiera saber por qué razón se excluyó a los homicidios en los delitos 
seleccionados para la mal llamada amnistía. A nuestro juicio, esto no parece tener mucho sentido en 
virtud del nivel de reincidencia y de las características particulares de los homicidios. Resultan muy 
raros los casos de homicidas que realmente lo son, siempre suelen serlo por razones puntuales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El tema no estaba muy relacionado, pero la picardía del señor Diputado ha 
hecho que esté planteado. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Pido disculpas, pero no voy a entrar a considerar la relación con 
la política del otro Período porque a mí me convocaron para hablar de nuestra política de cárceles. 


Es cierto lo que dice el señor Diputado Espinosa en cuanto a que hemos venido haciendo 
anuncios, entre ellos que estamos construyendo la cárcel de Punta de Rieles, y anuncié que hoy nos 
la entregaron. Anuncié que en el correr del año -quedan dos meses- nos entregan otras cárceles y, 
probablemente, otros celdarios. Yo, siempre que hice estos anuncios lo hice basado en lo que nos 
informan las empresas, y estas nos anunciaron la culminación de la cárcel de Punta de Rieles para 
julio y, después, por razones de obra, no pudo concretarse. Esto le pasa también a quien manda 
construir una casa. Ahora: la cárcel de Maldonado, de Las Rosas, y la de Rivera, yo las he visto y les 
falta muy poco. Confío en que se concreten este año. 


En el Presupuesto que aprobó la Cámara de Diputados se solicitaron fondos para comprar 
escáneres para evitar el ingreso de materiales que no corresponden en las cárceles. Como dije, está 
en el Presupuesto y fue aprobado por la Cámara de Diputados. Los escáneres que se necesitaban no 
son necesariamente baratos, por lo que se requería presupuesto. Lo que hicimos nosotros fue incluirlo 
en el Presupuesto para poder comprarlos, y lo vamos a hacer. Vamos a comprar para las cárceles; y no 
solo para ellas. Vamos a adquirir teconología. 


SEÑOR ESPINOSA.- ¿Me permite una interrupción, señor Ministro? 
SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí. 


SEÑOR ESPINOSA.- Entonces, quizás el señor Ministro pueda ilustrarme dónde y en qué momento se 
han utilizado los escáneres que ya tiene adquiridos el Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No son lo suficientemente potentes. 
SEÑOR ESPINOSA.- Nunca supimos en qué se usaron ni en qué momento. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Lo que pasa es que no son suficientes. Hay distintos tipos de 
escáneres y nosotros entendemos que deben ser más potentes. 


Además -está en el fundamento del proyecto de ley de perímetros que está en el Senado-, 
planteamos esto porque entendemos que hay entradas, no solo de drogas, sino de armas. El otro día, 
estuve en el aniversario de la Dirección Nacional de Cárceles y el Director informó que adentro de las 
cárceles habían decomisado más de veintiséis armas de fuego. ¿Cómo entran? No queremos 
decomisar lo que entró, queremos evitar que entre y para eso, yo estoy seguro de que el escáner no 
alcanza; se necesita otra cosa. Esto está muy discutido. 


Cuando concurrí a la Comisión de Constitución y Legislación del Senado se plantearon 
muchas observaciones a lo que estamos pidiendo, que tiene que ver con que haya perímetro militar y 
que se encargue de la puerta. Eso es muy duro, pero entendemos que en una transición tiene que 
suceder esto y capaz que evitamos lo otro. Así son las cosas hoy: no tenemos los elementos 
suficientes para evitar ese ingreso. 


El resto ya lo contesté porque se me preguntó sobre algo que ya dije, y ya lo dije. Estamos 
en un nivel de confianza, es decir, si se confía en lo que dije o no. Si no se confía en lo que dije, 


esperamos que se produzca, si se produce, fue certero lo que dijimos y, si no, estábamos alentando 
una expectativa falsa. Para eso se requiere seguir avanzando en lo que estamos haciendo, y por eso 
necesitamos el Presupuesto porque todo lo estamos haciendo fuera del mismo, con los fondos de la 
Ley de Emergencia Carcelaria que permite realizar algunas cosas y otras no. 


En cuanto al Regimiento de Caballería N*9, tengo que decir que no me convence -fue la 
primera respuesta que di- por el lugar, por lo que hay alrededor. No porque fueran a protestar los 
vecinos, quizás ahí no lo hicieran como lo hacen en otros lados, pero a nosotros no nos convence el 
entorno porque es una de las zonas donde se producen más detenciones y no nos parece que sea el 
lugar adecuado para tener detenidos. 


Por otra parte, lo costoso no es pagar el traslado, que es un costo que perfectamente 
podemos afrontar, sino el acondicionamiento del nuevo cuartel para que pueda contener a los 
detenidos. 


En cuanto a los homicidios, cuando trasladamos a cien mujeres de la cárcel de Cabildo al 
CNR, pedí una clasificación y pensé que se trataría de casos de delitos livianos. Sin embargo, estaba 
lleno de homicidios especialmente agravados y, en muchos de los casos, se trataba de la muerte del 
marido. Esa mujer no reincide más. Aguantó golpes durante mucho tiempo y no los soportó más, por lo 
tanto, esa mujer no reincide. Sin embargo, hay otros homicidios que son planificados en conjunto. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quiero dejar constancia en la versión taquigráfica de que cuando hablamos de 
desconfianza no nos referíamos a desconfiar de la gestión del señor Ministro Bonomi, sino que 
hablábamos de anuncios que se hicieron en la gestión pasada que fueron incumplidos. Incluso, le 
deseamos al señor Ministro el éxito en su gestión. 


Voy a reiterar la solicitud -quizás fue la parte que no se entendió- de un cronograma de 
entrega de llave en mano de todos los cupos que se anunciaron en la jornada de hoy. 


SEÑORA FULCO..- Nosotros aquí tenemos una planilla que nos fue entregada a principio de año por la 
empresa constructora con las fechas de entrega de las obras. Entonces, para el mes de julio 
esperábamos tener prontas las cárceles de Punta de Rieles y de Maldonado. Sin embargo, Punta de 
Rieles fue entregada recién ahora. Pusieron como excusa que llovió, etcétera. Para setiembre estaba 
prevista la entrega de COMCAR y del Penal de Libertad, y todavía estamos esperando. Siempre es de 
semana en semana. Para noviembre está planificado que esté pronta la cárcel de Rivera y es lo que 
está más cerca, pero todavía no está totalmente terminada. Por lo tanto, lo que se comunicó se hizo en 
función del anuncio de las empresas privadas que tienen a su cargo la construcción. 


Además, en cuanto a los centros militares me parece importante destacar que, si bien con la 
Ley de Emergencia Carcelaria están autorizadas mil seiscientas vacantes, no ingresaron a las 
veinticuatro horas de aprobada la ley. Hay todo un proceso de llamado y selección que pasa por 
exámenes físicos, psicológicos y de aptitud para el trabajo, y luego viene el período de capacitación 
para que ingresen. Por lo tanto, si a las veinticuatro horas de haberse aprobado esos cargos 
hubiésemos tenido un centro militar apropiado -hasta ahora no lo encontramos- para el traslado de 
personas, no teníamos el personal. Una cosa acompaña a la otra. Se dio que no apareció el centro 
apropiado y tampoco tenemos el personal. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- La aclaración de la señora Fulco me obliga a decir algo más 
porque se puede pensar: "Entonces, ¿para qué sirve la Ley de Emergencia Carcelaria?" Si no hubiera 
estado la ley, esto que acaba de explicar la señora Fulco empezaría a pasar a partir del 1* de enero. 


SEÑOR TROBO.- La votamos todos, estábamos todos de acuerdo. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Lo que digo es que si no se hubiera votado, este proceso 
empezaría a partir del 1” de enero. Sin embargo, ya hay ciento veinte personas que terminaron los 
cursos, ciento ochenta que los están haciendo y quinientos aspirantes para hacerlos. Por lo tanto, 
antes del 1” de enero vamos a tener la gente para cubrir los cargos que se habilitaron. Si no se hubiera 
aprobado la Ley de Emergencia Carcelaria, este proceso empezaría a partir del 1” de enero. Entonces, 
quizás tendríamos el personal para julio o agosto del año que viene, o sea que la aprobación de la Ley 
de Emergencia Carcelaria contribuyó a que se pudiera solucionar este problema mucho antes, aunque 
todavía no está solucionado. 


SEÑOR PENADÉS.- Quiero manifestar que durante todo este período vamos a tener un intenso 
relacionamiento con el señor Ministro porque esta Comisión tiene como labor el seguimiento de la 
situación carcelaria. 


Esta primera reunión que nosotros propusimos es para que el señor Ministro explique en este 
ámbito, que tiene la misión de recibir la información que produce el Comisionado Parlamentario y hacer 
el seguimiento de la situación carcelaria, algunas cosas que ha manifestado en otras instancias. 

118:10:46|] Más allá de los anuncios de inversión en cuanto a la construcción de infraestructura 
-ojalá se cumplan y ojalá podamos invertir mucho más para terminar con el hacinamiento de las 
cárceles-, hay un tema que me preocupa, que tiene relación con la conversión de toda la 
infraestructura organizacional que tienen a cargo las cárceles en nuestro país. O sea, el Ministro estuvo 
hablando hoy de que se va a crear un nuevo escalafón de personal que estará a cargo de las cárceles 
y, en ese sentido, la primera pregunta que quiero hacer es la siguiente. Lo que vamos a vivir, entonces, 
¿es la existencia de dos escalafones, o sea, uno que era el anterior y otro, que es el proyectado? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- El nuevo escalafón lo aprobó el Parlamento en el año 1986, ya 
existe. 


SEÑOR PENADÉS.- Lo que pregunto es si el personal que actualmente se desempeña en el Instituto 
Nacional de Cárceles en algún momento va a pasar a integrar ese nuevo escalafón. En algún momento 
de la intervención del Ministro, la sensación que me quedó -por eso pido la explicación- es que el 
personal que está hoy desempeñándose en esa tarea dejará de hacerla. Entonces, pregunto si el 
pasaje a ese nuevo escalafón va a ser voluntario u obligatorio. 


Con relación a los oficiales de la Policía nacional que hoy están encargándose de eso, 
¿cómo vamos a llenar esas vacantes, en el caso de que las hubiera? ¿Se va a crear un escalafón a 
parte, dentro de la estructura de la Policía? ¿Se dará a los actuales jerarcas de esa administración un 
nuevo escalafón al que pasarán? Esto no es menor porque quien conoce la organización de la Policía 
nacional, sabe de las circunstancias que se arrastran desde hace años con relación a los ascensos, 
dependiendo del lugar en el que se está. Compañeros que egresan al mismo tiempo de la Escuela 
Nacional de Policía, ascienden de forma diametralmente opuesta, a veces, producto del lugar al que 
les tocó en suerte ir. Algunos llegan a Comisarios en pocos años porque les tocó, por suerte, una 
Jefatura en el interior u otro instituto y los que quedaron en Montevideo, siguen siendo oficiales 
ayudantes o Subcomisarios. Por lo menos, esa era la situación existente. Entonces, ¿cómo se va a 
manejar eso con la nueva organización? 


Otro tema es el de la organización; pero antes quiero decir que no vamos a analizar aquí el 
proyecto que se encuentra en el Senado sobre la circunstancial responsabilidad de las Fuerzas 
Armadas en el control de ingresos a las cárceles. En oportunidad de que ese proyecto se trate en el 
Senado, vamos a expresar nuestras preocupaciones y salvedades. Ahora, el Ministro conoce mejor 
que yo toda la organización que existe y la eventual toma de medidas para cortar los círculos viciosos. 
Estos no solo se cortan poniendo gente en la puerta de control a los que entran. El que crea aquí que 
de esa manera se cortan, se equivoca de palo a palo. Esto lo sabemos todos: acá, lamentablemente, 
está todo absolutamente tarifado. Y con esto no quiero decir que todo el personal de los institutos y los 
oficiales sean responsables de ello, pero el grado de corrupción que existe es fenomenal. Es en ese 
sentido que también me pregunto de qué manera el Ministerio va a analizar la situación con esta nueva 
organización. También calculo que se sabe quiénes son y cómo son los que están al frente de estas 
situaciones porque, por lo menos, se sospecha de esas circunstancias y de las situaciones. Además, 
se trata de un personal -no tanto los oficiales- muy particular. La mayoría de los que eligen ser personal 
carcelario viene de departamentos de frontera. Son personas que tienen una larguísima carrera dentro 
de los institutos carcelarios. Todos sabemos la situación que esto comprende, porque están en relación 
con gente vinculada al delito. Entonces, mi preocupación se basa en la nueva estructura funcional. 
Quiero saber si el Ministerio está analizando cómo va a llenar esa nueva estructura, qué medidas va a 
adoptar para combatir desde el principio una situación de una complejidad enorme. Recién se hablaba 
de los escáneres. Ojalá me equivoque de palo a palo -como se dice tradicionalmente-, pero creo que si 
les damos los escáneres con la estructura actual, se van a romper en veinticuatro horas. 


(Diálogos) 


——SSi el Estado va a hacer una fuerte inversión en escáneres, en infraestructura y va a poner a 
controlar personal que tiene vinculación directa con los presos dentro de las instituciones, todos 
sabemos lo que va a terminar sucediendo. En ese sentido, también hay que adoptar medidas que no 
tienen por qué estar relacionadas con encargarle a otro el control -en este caso, a los militares- sino 


con la rotación de personal, etcétera; son cosas que todos conocemos. Me gustaría saber si el Ministro 
está trabajando sobre esto y si la solución va a ser de mediana o rápida implementación. Vuelvo a 
repetir: podremos hacer infraestructura y trabajar en ella, pero si no adoptamos medidas trascendentes 
en cuanto a la organización de la capacidad humana que se dedica a esto -que, lamentablemente, no 
es la mejor, producto de una larga tradición de bajos salarios, por el lugar de dónde provienen los 
sectores que se ocupan de la custodia carcelaria, etcétera-, haremos una inversión que, al poco 
tiempo, será absolutamente superada por la realidad que estamos viviendo. Quizás esto dé lugar a 
muchas charlas, pero me gustaría saber qué medidas se están pensando puntualmente con respecto 
al tema del escalafón. El Ministro dijo que la Ley de Emergencia Carcelaria preveía mil doscientas 
vacantes. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Son casi mil seiscientas. 


SEÑOR PENADÉS.- Bueno, mil seiscientas vacantes, razón de más. Lo digo porque fue lo que se dijo 
en la prensa: hasta el día de hoy se han presentado ochocientas personas para cubrir esas vacantes. 
Eso nos está hablando de que quizás se llamó para las mil seiscientas y no hay interés. Al no haber 
interés, sabemos lo que pasa con los requisitos: los empiezan a bajar; eso nos pasó con la Policía 
hace poco tiempo. Creo que para ingresar a la Policía se exigía el ciclo básico pero, como no había 
interesados, tuvimos que exigir solo primaria. O sea que en ese sentido, es evidente que tenemos un 
problema. Además, como la economía del país, por suerte, funciona y la tasa de desempleo es tan 
baja, los que van a estar interesados en ingresar a estos empleos no son los mejores y los más 
capacitados. A su vez, en el pasado se hicieron algunas pruebas en el Ministerio del Interior. Me 
acuerdo, por ejemplo -no durante la Administración actual ni la anterior, sino la otra, creo que Stirling 
era Ministro del Interior-, cuando se trató de ingresar abogados a la Policía nacional y, con la 
perspectiva del tiempo, vemos que fue un rotundo fracaso. La mayoría de los abogados hoy ya no 
pertenecen a la Policía y si pertenecen, pasó lo que tenía que pasar: pidieron el traslado de donde era 
el objetivo final, que eran las comisarías, a otras dependencias del Ministerio del Interior, como sucede 
en toda la Adminstración pública. 


En ese sentido, era que nos interesaba conocer la opinión del Ministro sobre estos temas. 


Quiero hacer una sola reflexión en cuanto a las unidades militares. Si vamos a esperar que 
desde el Ministerio de Defensa nos vayan a ofrecer lo que, en realidad, el Ministerio del Interior espera, 
vamos muertos. Desde el Gobierno se debe dar la orden de cuáles son las dependencias militares que 
reúnen las condiciones para ser establecimientos penitenciarios porque, generalmente, son las que, 
por razones naturales, las Fuerzas Armadas se van a negar a entregar, pues son las que les interesa 
mantener, como nos pasaría a nosotros. Entonces, si vamos a esperar eso, me parece que vamos por 
mal camino. Creo que hay dependencias militares que perfectamente pueden ser utilizadas y que 
reúnen las condiciones para albergar presos primarios en Montevideo y en el interior del país pero, 
claro, no van a ser tan fácilmente ofrecidas por el Ministerio de Defensa Nacional. 


Nada más, señora Presidenta. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- La intención fundamental de las unidades militares tenía que ver 
con el traslado de los reclusos de un módulo entero del COMPEN para poder repararlo. Llegó un 
momento que nos preguntamos para qué seguir esperando si con la entrega de Punta de Rieles 
podíamos hacer el traslado ahora y empezar la reparación ya. Próximamente podemos hacer lo mismo 
con el módulo del COMPEN. A esta altura no estamos pensando más en la unidad militar, porque 
prácticamente tenemos solucionado el problema. 


Con respecto a las dos preguntas, creo que tienen buen tino y las dos son una. Son dos 
preguntas, pero son una. La primera lleva a la solución de la segunda. Digo que tiene un buen tino 
porque pone el dedo en el problema. Esto surgió de la Comisión multipartidaria; fue una propuesta del 
Inspector Navas. Todos la tomamos, porque todo el mundo -nosotros también- dice que hay que sacar 
las cárceles de la órbita del Ministerio del Interior. La Comisión multipartidaria, por consenso dijo que 
no había que sacarla de la Policía, sino dejarla, en principio, en la órbita del Ministerio del Interior. Y 
cuando hubiera una situación dominada -puede demorar años-, que se cree un desconcentrado que 
tenga como referencia al Ministerio del Interior, pero que no dependa de él. Esa fue la conclusión. El 
Inspector Navas dijo algo que todos terminamos aceptando: "Discutan lo que quieran, pero no hay otro 
camino para hacer esto que empezar a pasar vacantes cuando se genere la baja del Escalafón Policial 
al Escalafón Penitenciario. Tendrán que convivir los dos escalafones, hasta que el penitenciario sea 
ampliamente mayoritario y permita pedir el cambio de escalafón o darle otro destino". 


Entonces, se tomó esa propuesta. Nosotros planteamos que las vacantes que se creen en el 
Escalafón Penitenciario, se llenen en el Escalafón Penitenciario. Allí va a haber convivencia. Y es 
cierto, ahí se creará un problema. Nosotros estamos estudiando un reglamento para el Escalafón 
Penitenciario que tiene que ser muy igual al del Escalafón Policial. Debe haber grados que no sean los 
mismos, pero equivalentes; debe haber equivalencia y establecerse un mando funcional -no 
necesariamente policial- que abarque a los dos escalafones con la equivalencia de grados. Esa es la 
idea general. Porque esto tenga que salir de la órbita de la Policía, a mí no se me ocurre poner a civiles 
como responsables del comando. A mí se me ocurre poner a policías, porque transición quiere decir 
eso: transición y no choque abrupto. Entonces, si pongo mandos civiles al personal que es 
fundamentalmente policial, voy a tener un choque abrupto. No se me ocurre. La transición hay que 
hacerla, pero con funcionarios policiales que estén al mando. 


Ahí viene la segunda parte de la pregunta. No se me escapa lo que dijo el Senador Penadés. 
Existe el problema que mencionó y se están estudiando medidas para todo lo que dijo. No puedo decir 
exactamente cuáles van a ser, porque tenemos dos o tres alternativas. Capaz anuncio una y después 
resolvemos otra. Por tanto, prefiero seguir estudiando. 


Coincido totalmente con lo que decía el señor Senador con respecto a los escáner. La 
alternativa estudiada tiene que ver con que no se rompan, pero no vamos a evitar el problema, salvo 
que sea un escáner que tenemos previsto adquirir. Se trata de un escáner, que ubicado en 
determinado lugar, abarque todo: personas, vehículos, etcétera. Pero como el costo es muy elevado, 
podemos adquirir solo uno, que es lo que tenemos pensado. Un escáner, teniendo en cuenta que son 
varias cárceles, no soluciona el problema. Se trata de una batería de medidas que evitarían el 
problema. Lo que puedo decir es que el problema está bien planteado y que lo estamos estudiando, 
que tenemos alternativas, pero todavía no resolvimos al respecto. 


SEÑOR PÉREZ (don Esteban).- Es un gusto recibir al señor Ministro Bonomi aquí. 


Me quedó muy claro y me parece importante destacar que el proceso que nos plantearon no 
solo apunta a descomprimir la sobrepoblación de las cárceles, sino también a un proceso de 
rehabilitación. Es importante destacar esto. 


Nosotros tenemos un alto índice de reincidencia, y una forma de bajar la delincuencia en el 
país consiste, precisamente, en bajar los márgenes de reincidencia. Según se desprendió del informe, 
se trata de un proceso doble: descongestionar y, a su vez, iniciar un proceso de rehabilitación. Reitero: 
me parece fundamental destacar esas dos patas. 


Uno de los problemas que tenemos en el sistema carcelario son los enfermos de adicción. 
Más allá del ingreso de la droga, me preocupa el mercado consumidor que existe. Tenemos un 
porcentaje importante de jóvenes que caen enfermos de adicción, lo que los lleva a delinquir. ¿Qué 
tienen previsto en este plan de rehabilitación en ese sentido? 


SEÑORA FULCO.- Ya fue expresado, pero rápidamente lo vuelvo a explicar. 


En este momento estamos comenzando con dos proyectos pilotos, con ayuda de la 
cooperación internacional, que cubren el tratamiento en el área de las mujeres privadas de libertad. A 
partir del 1% de febrero comienza otro proyecto en Punta de Rieles. Luego, en el resto de los 
establecimientos hay experiencias puntuales, sobre todo, de Organismos No Gubernamentales y 
grupos de voluntarios, que ingresan y ofrecen asistencia. Por ejemplo, Narcóticos Anónimos. 


Por ahora esto es lo que existe, con miras en el futuro a contar con un centro de 
rehabilitación para personas que tengan problemas de adicción. Una vez diagnosticadas ingresarían al 
centro, que estaría ubicado dentro del establecimiento carcelario. Estamos marcando la separación 
entre el centro y el establecimiento a fin de que ese centro pueda brindar un tratamiento específico 
para el problema de adicciones. Superado o controlado el problema de adicción, el recluso terminaría 
la reclusión en el resto del sistema común. Estamos trabajando en ese sentido porque -como decía el 
señor Diputado- se trata mayoritariamente de población joven, que tiene de 18 años de edad, con una 
historia de adicción que generalmente empezó a los 12 años. Son historias muy deterioradas, y es 
imposible hacerlos participar de alguna tarea que tenga que ver con la educación, tratamiento, 
rehabilitación, recreación, cultura. No hay forma de moverlos o moverlas para que hagan alguna cosa. 
La situación es sumamente grave y el número de reclusos en esta situación es importante. | SEÑOR 
PÉREZ (don Esteban).- Ustedes decían que, en la medida en que se vaya mejorando la disponibilidad 


con nuevos edificios y demás, se iba a hacer una reubicación de los presos. Dentro de los criterios de 
reclasificación se descuenta que será tomado en cuenta el problema de la adicción. 


SEÑORA FULCO..- Sí. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Creo que lo obviamos por lo vasto del tema. Nosotros prevemos 
que cuando alguien entre al sistema, lo haga a través de un centro de diagnóstico. Con el primario uno 
sabe el delito por el que va a estar preso, pero no conoce su perfil ni a dónde derivarlo. Entonces, tiene 
que haber un centro de diagnóstico, en el que también entra esto. Consideraremos si tenemos la 
infraestructura suficiente para derivar por esta razón; por ahora no la tenemos. Está previsto 
desarrollarla, pero no sabemos cuándo. 


Me quedó pendiente hacer una aclaración acerca de la intervención del señor Senador 
Penadés. Los 800 interesados en ocupar cargos, lo están por cargos de guardiacárceles. Dentro de 
los 1.580 hay 350 técnicos que van aparte. Así que serían 1.150, y lo que está en vías de cubrirse son 
dos tercios de las vacantes planteadas, que no es tan poco. 


SEÑOR TROBO.- Voy a hacer algunas preguntas. 


La primera refiere a un comentario que hizo el señor Ministro al principio de su exposición y 
tiene que ver con las decisiones que se estaban adoptando -según se dijo algunas estaban por 
tomarse- con respecto a cómo se ¡ban a resolver las plazas faltantes. Al principio el Gobierno proclamó 
que iba a licitar la construcción de dos cárceles para determinada cantidad de reclusos por el 
mecanismo de asociación público-privada. Para nosotros es una sabia decisión del Gobierno, y quiero 
dejar constancia de que no es lo que pensaba la Administración anterior, a la que planteamos esa 
solución hace seis años y nos dijo que no. 


Por parte de la Corporación Nacional para el Desarrollo se abrió una instancia -seguramente 
a pedido del Ministerio- en la que se presentaran expresiones de interés de empresas que quisieran 
participar en una eventual licitación. Concretamente quiero saber cuántas son las plazas, cuántas son 
las cárceles que el Ministerio piensa construir por el régimen de asociación público-privada, si se han 
presentado empresas con interés en hacer esa inversión en Uruguay y si se estima, a partir del 
momento en el que se ponga en marcha el mecanismo, cuál es el tiempo que llevará cubrir esa 
demanda insatisfecha. 


Reitero: en la primera parte de la exposición del señor Ministro vi alguna vacilación en cuanto 
a la cantidad definitiva de cárceles que se iba a licitar por este procedimiento y no me quedó claro 
tampoco si se va a utilizar la autorización preexistente -creo que se aprobó en el año 2007- para la 
construcción de una cárcel de alta seguridad por el régimen de asociación público-privada o concesión 
de obra pública. Quiero tener claro la cantidad de plazas y la cantidad de edificios que se van a 
construir. 


Tengo un par de preguntas más que se las hago luego de que conteste estas. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR..- La vacilación puede haber estado solamente en si vamos a hacer 
dos cárceles de 900 plazas cada una o una de 2.000. Lo demás lo expresé claramente. También hubo 
vacilación en cuanto a si iba a haber una cárcel de seguridad en Libertad y otra en el COMPEN o dos 
en Libertad, y dije que nos estábamos inclinando por las dos en Libertad. También señalé que nos 
estamos inclinando por la de 2.000 plazas, que no significa una construcción única con 2.000 personas 
sino que dentro de un perímetro haya dos o más módulos que contengan a 2.000 personas. Vamos 
hacia eso. 


La cantidad de plazas que mencioné hablando de Punta Rieles, Las Rosas, El Espejo, 
Rivera, la ampliación del Centro Nacional de Rehabilitación, el módulo en COMPEN, el módulo en 
Libertad, andan entre 2.500 y 3.000, aproximadamente 2.780. Esto nos arrima mucho a bajar 
fuertemente el hacinamiento. Las 2.000 plazas nuevas llevan a que no tendría que haber hacinamiento. 


Además, hablé de las chacras que, si bien aportan muchas plazas, en muchos casos son 
sustitución de las cárceles departamentales. Entonces, si bien aportan plazas, no son tantas, pero 
contribuyen. 


Hay que descontar la antigua cárcel de Las Rosas, porque si establecemos dos cárceles en 
espejo, estas sustituyen a la vieja. 


SEÑOR TROBO.- ¿La vieja se va a cerrar? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí, no sé si de un día para el otro, pero en un proceso acelerado 
de cierre o utilización en otra cosa que no sea una cárcel del tipo que es ahora. 


Entonces, eso hay que descontarlo. A las 2.750 hay que descontar la capacidad de la cárcel 
vieja de Las Rosas. En cuanto a plazas, supera bastante la cantidad de presos actual, pero uno debe 
tener un margen y no jugar justo. 


Una aclaración: no estamos planteando concesión de obra pública sino acuerdo público- 
privado por el que el privado se haría cargo de la construcción, el mantenimiento y la hotelería y el 
Estado de la seguridad y la rehabilitación. Esa es la idea para estas 2.000 plazas. 


Se han presentado 20 empresas de varios países como Uruguay, Brasil, Argentina, Chile, 
Canadá, Estados Unidos, Inglaterra, Israel y México. Ya firmamos un acuerdo con la Corporación 
Nacional para el Desarrollo que se va a hacer cargo del llamado y la selección. Lo hemos hecho así 
porque ella opera bajo el derecho privado y acelera lo que podemos hacer como Ministerio, que 
operamos bajo el derecho público y demoramos mucho más. La firma fue pública, con prensa. Ya se 
está trabajando, aunque esto requiere la aprobación de una iniciativa que todavía no se presentó. Creo 
que se va a presentar en estos días. Para lo que se está haciendo no se necesita la ley, pero sí para la 
aplicación posterior. Esto lo hicimos así porque representantes de los distintos partidos políticos nos 
han adelantado que no tendrían inconveniente en votar ese proyecto de ley. 


SEÑOR TROBO.- Depende de lo que diga. 
SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Creo que no habrá inconveniente. 


SEÑOR TROBO.- Habrá que leer el proyecto de ley. Se iba a presentar el martes pero se retiró por 
parte del Poder Ejecutivo porque hay diferencias dentro del Gobierno. Eso es lo que dice la prensa en 
cuanto al proyecto de ley sobre asociación público-privada. | 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR..- Es cierto que no se aprobó el lunes, pero no por diferencias sino 
porque se consideró conveniente realizarle algunos ajustes técnicos. 


SEÑOR TROBO.- El señor Ministro hizo mención en la primera parte de su exposición al lugar donde 
iban a ser contenidos los menores infractores. Me interesaría tener un poco más claro qué definiciones 
hay al respecto y agrego otra pregunta. El señor Ministro sabe que el Partido Nacional promueve la 
creación de un Instituto del Menor Infractor; o sea, una entidad pública separada del ámbito del INAU. 
En ese sentido, queremos saber si el Gobierno participa no tanto en la fórmula que nosotros 
presentamos sino del propósito de ir trabajando para que el tema pueda resolverse desde el punto de 
vista institucional en otro sentido. Nos parece que la cuestión no es solamente el lugar de contención 
sino también la lógica que maneje quien administre la contención, con todo lo que significa el proceso 
de rehabilitación. 


El señor Ministro describió brevemente alguna experiencia a modo de anécdota, que 
seguramente tiene que ver con una especialización muy determinada con relación al tratamiento de los 
menores. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Ayer se constituyó una Comisión de Gobierno para la discusión 
de un Código Penal Juvenil. Se me convocó para una reunión en el día de ayer en la Torre Ejecutiva, 
pero no pude concurrir porque era el aniversario de la Dirección Nacional de Bomberos. Dicha 
Comisión estaría integrada por la Secretaría y la Prosecretaría de la Presidencia, el Presidente del 
INAU y representantes del MIDES y me parece que de los Ministerios del Interior, Salud Pública y 
Educación y Cultura. El Presidente del INAU ha manifestado que la atención a menores infractores 
tiene que estar a cargo, por lo menos, de una gerencia distinta dentro del Instituto. Eso está en 
discusión y no puedo decir cuál va a ser el resultado. 


Creo que es un tema muy importante. Yo me reuní con el representante de UNICEF en 
Uruguay y me llevó un documento que decía que los menores infractores cometen el 12% de los 
delitos. Le pregunté de cuándo era ese documento y me contestó que del año 2008. Creo que en 2009 
aumentó un 81% ese porcentaje y me parece que este año ha seguido aumentando. Entonces, es un 
problema importante, que hay que resolver. 


He tenido alguna discusión con representantes de otros partidos con respecto a la baja de la 
edad de imputabilidad que, a mi juicio, no es una solución. Los menores pueden ser privados de 
libertad entre los trece y los dieciocho años; el problema es que exista un instituto que realmente los 
contenga y pueda iniciar un proceso de rehabilitación. Para mí esa es la clave, y lo sostengo 
públicamente. Hay que discutir las características de ese instituto, y cuando planteé que había que 
discutir un proyecto de ley de creación del Instituto Nacional de Rehabilitación más allá del nombre me 
refería también a esto. Esto es lo que puedo decir. 


Creo que el eje de esta Comisión, más allá de que la integren distintos organismos, está en 
la Presidencia del INAU, el Ministerio del Interior y la Secretaría y Prosecretaría de la Presidencia de la 
República, a efectos de discutir la creación de un Código Penal Juvenil. 


SEÑOR TROBO.- Es claro que no es momento de debatir, pero francamente tengo la sensación de 
que podemos ingresar en un túnel que termina dentro de seis años. La discusión de un código penal 
conlleva el debate en torno a su estructura, a sus contenidos, a cómo va a tratar los delitos, a cómo los 
va a calificar, y estamos hablando, además, de una materia especialísima como la penal juvenil. Hay 
que tener en cuenta todo eso si lo pensamos como una alternativa al grave problema que tenemos hoy 
de contención, tratamiento y rehabilitación de los menores infractores, para los que hoy, según las 
disposiciones del Código de la Niñez y la Adolescencia, existen penas de privación de libertad que los 
jueces pueden aplicar. Este es el problema que tenemos encima de la mesa. 


Por eso, nosotros vamos mucho más a la solución práctica que es decir: desde el punto de 
vista administrativo burocrático, que exista, como dice el señor Ministro, una organización del Estado 
que se encargue de la contención. Démosle la organización que nos parezca. Saquémosla del INAU 
porque todos estamos de acuerdo con que el área de contención está generando una imagen perversa 
de la actividad que tiene y busquemos desde el punto de vista presupuestal los mecanismos que le 
permitan crear las paredes para que exista el contenedor de esos chicos que vamos a tratar para 
rehabilitar. 


Me parece que en este tema, si dejáramos las vanidades de lado y nos pusiéramos de 
acuerdo en que son los puntos en los que tenemos que trabajar, lo podremos ir resolviendo mucho más 
rápidamente. Lo que me preocupa es el anuncio de una comisión para la constitución de un Código 
Penal Juvenil. Tengo veinte años de legislador y voté dos códigos, de los cuales uno no se aplicó 
porque no se puede, porque no hay plata o porque no hay disposición, y está precisamente vinculado a 
procedimientos judiciales. 


Entonces, más allá de la pertinencia que tenga la opinión del INAU con respecto a que puede 
albergar el área de contención y rehabilitación pero tiene que ser con una gerencia particular -ese es 
un tema presupuestal-, lo que me preocupa es la decisión política, que es en lo que tenemos que 
ingresar. Y siendo un tema tan vasto y tan importante como este, al cual el Gobierno ha dado un ámbito 
de amplitud de análisis como fue el acuerdo sobre seguridad pública, seguramente se puede formular 
un trabajo conjunto para tomar determinaciones y ponernos en marcha rápidamente. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No quise decir que la discusión sobre el Código anulara esta 
otra. Incluso, reafirmé que la discusión sobre un Instituto Nacional de Rehabilitación que se encargue 
de la privación de la libertad incluye esta discusión, y es aparte de la del Código. 


SEÑOR TROBO.- Está claro que es así, e incluye especialmente la contención de los menores, con lo 
que vamos a ingresar en un debate acerca de si el mismo instituto debe encargarse de la contención 
de mayores y de menores. Es un problema que va a generar una gran discusión como consecuencia 
de la cual muy probablemente no lleguemos a ninguna conclusión. Por eso, desde el Partido Nacional 
ofrecemos ánimo renovado para encarar esto en una mesa del estilo de la que trabajó sobre los temas 
de seguridad, para decir que son tres cuestiones: dónde, quién y cómo se aplican las normas del 
Código de la Niñez y la Adolescencia. Dejemos para después la discusión acerca de si la edad de 
imputabilidad es dieciséis o dieciocho años porque seguramente no nos vamos a poner de acuerdo. 
Dónde y quién son dos preguntas de rápida respuesta y si al servicio de ellas hay voluntad política, 
vamos a resolver un problema al país, vamos a dar un aire de satisfacción a la gente en un tema que 


no tiene solución y vamos a prevenirnos el "corsi e ricorsi" de los problemas que hay en el INAU, que 
sigue invirtiendo dinero para contener a los menores. Ahora vamos a poner módulos y esto y lo otro. 


En ese sentido, ofrecemos nuestra mejor disposición para que podamos trabajar en ese 
tema. 


Le voy a hacer entrega de un material y le voy a hacer una última pregunta. 


Recibimos en esta Comisión un manifiesto de la Red de Abogados de la Pastoral 
Penitenciaria de Cáritas Uruguaya con relación a algunos aspectos del Presupuesto. Obviamente, esta 
no es la Comisión que está estudiando ese tema, pero tiene que ver con la creación del Instituto 
Nacional de Rehabilitación y tiene que ver con el rol del Patronato Nacional de Encarcelados y 
Liberados. A propósito, esta semana tuve una reunión con el Padre Monzón y con jerarquías del 
instituto, quienes me hicieron saber su preocupación. Están haciendo un relevamiento por todo el país 
y están preocupados por el destino que lleve, inclusive la propia función del Patronato. Lo dicen en este 
documento, se lo queremos entregar, precisamente, porque nos llegó a nosotros y es bueno que el 
Ministerio lo tenga. 


La última pregunta que le quiero formular ya no refiere a este tema, sino que tiene que ver, 
básicamente, con una pregunta que realizó el señor Senador Moreira, a la que el señor Ministro ya dio 
respuesta, pero sobre la que yo quería profundizar. 


El señor Subsecretario -estando el señor Ministro de viaje- siendo Ministro del Interior, realizó 
una denuncia a la Suprema Corte de Justicia contra una Magistrada y al Ministerio de Educación y 
Cultura contra un Fiscal. Yo creo que eso es grave, que es un acto de intimidación y que es una 
intervención absolutamente fuera de lugar que, además, ha sido hecha pública y, como tal, tiene un 
efecto perverso. ¿El señor Ministro comparte la actitud y la decisión que tomó el señor Subsecretario 
del Ministerio, siendo Ministro interino? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR..- Yo ya le respondí al señor Senador Moreira. La respuesta es esa. 
Yo no creo que haya habido una denuncia, sino una comunicación de las denuncias recibidas en el 
Ministerio por los testigos. Fue poner en conocimiento de las denuncias que habíamos recibido y no 
una denuncia a la Fiscal ni a la Jueza; fue eso lo que se hizo. 


Creo que el Ministerio no tenía más remedio que hacerlo, porque los testigos se quejan en 
nuestra Cartera de las presiones recibidas y de los comentarios realizados. Lo que hace el Ministerio 
no es denunciar a la Fiscal, sino poner en conocimiento de esas mismas denuncias -para que se actúe 
en consecuencia- al Ministerio de Educación y Cultura y a la Suprema Corte de Justicia, pero no hubo 
una denuncia ni una recusación. Si la hubo -ahora leí que la va a haber- no fue de parte del Ministerio. 
El Ministerio no lo hizo ni tampoco la defensoría de la Directora del CNR que actuó en consonancia con 
el Ministerio, hasta ahora que fue cambiada. 


SEÑOR PENADÉS.- En la intervención inicial, ante la pregunta del señor Senador Moreira con relación 
a este mismo tema que replantea el señor Diputado Trobo, el señor Ministro nos había informado que 
había dado cuenta al Ministerio de Educación y Cultura. ¿También se dio cuenta a la Suprema Corte 
de Justicia? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí. 


SEÑOR PENADÉS.- En la intervención inicial no había mencionado a la Suprema Corte de Justicia; 
habló del Ministerio de Educación y Cultura. 


¿El Ministerio no dispuso una investigación administrativa con relación a estos temas? 
SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí. 


SEÑOR PENADÉS.- Perfecto, era eso lo que quería saber. Tampoco se mencionó que se había 
realizado, porque también se debería de llevar adelante una investigación administrativa, producto de 
las propias denuncias que surgen de los jerarcas, con relación a los propios jerarcas. Eventualmente, 
partamos de la base de que no se debería descartar que la denuncia realizada amerite la investigación 


sobre los propios jerarcas, porque de la misma manera que uno puede partir de la base de creer en la 
afirmación de la denuncia, también uno puede partir de la base de creer que la situación no existió y 
que hay un acuerdo entre los dos jerarcas con relación a denunciar una cosa inexistente o, si no 
inexistente, quizás agrandada con el fin de lograr un objetivo que eventualmente se logró, que fue que 
tomara estado público una situación que compromete al Poder Judicial, al Ministerio Público y Fiscal, a 
un Juez y a un Fiscal, que creo que es lo lamentable de la situación. Si eventualmente se tenía que 
haber dado cuenta al Ministerio Público y Fiscal a través del Ministerio de Educación y Cultura y al 
Poder Judicial, debería haberse manejado en un clima de reserva, que no tomara estado público, que 
creo que lo que logra es una situación muy comprometida, tanto para la Justicia como para el 
Ministerio Público y Fiscal. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Yo no estaba, pero creo que no fuimos nosotros quienes lo 
hicimos público. 


La investigación administrativa se ordenó a partir de las lesiones, no a partir de las denuncias 
de los testigos, pero abarca eso, porque desde que se empezó a investigar, sigue la investigación de 
todos los hechos; pero se ordenó desde el momento en que se produjeron lesiones a un recluso. 


SEÑOR TROBO.- Concluyo reiterando lo que he dicho. Me parece que este es un acto de notoria 
intimidación. 


Si el Ministerio del Interior se va a dedicar a recoger denuncias contra Jueces y contra 
Fiscales, creo que va a cumplir un rol que no está dentro de sus competencias ni de sus 
responsabilidades, y cualquier administrado puede ir a un Juzgado, a la Suprema Corte de Justicia o a 
la Fiscalía de Corte a hacer la denuncia que quiera. Que lo haga el Ministerio del Interior, se sepa por 
la vía que se sepa, porque lo dijo el Ministerio o porque trascendió por otra vía, me parece francamente 
que es un acto de imprudencia política que linda con la intimidación y creo, señor Ministro, que se ha 
cometido un grave error. Para mí el hecho que ha tomado estado público puede tener efectos graves y 
debemos decirlo. Obviamente, estando el señor Ministro aquí, debemos decírselo a usted, como 
corresponde. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Tengo entendido que se puso en conocimiento de las denuncias 
realizadas, y no porque el Ministerio se haya dedicado a recogerlas, sino porque fueron hechas ante 
nuestra Cartera. 


En determinado momento hice declaraciones, no sobre este hecho, sino sobre otro, cuando 
se procesó a un policía por homicidio en el barrio Casavalle. Inclusive, me reuní -no por ese tema, sino 
por otras cosas- con la Suprema Corte de Justicia, con el CEJU y con la Asociación de Magistrados del 
Uruguay y les dije que iba a hacer esa declaración y que la seguiría haciendo, porque entendía que el 
policía había actuado correctamente. A veces es muy difícil para un Juez entender la dinámica del 
enfrentamiento. Quien va adelante, cuando tira se da vuelta, y cuando le tiran al policía, este apunta 
con el hombre mirando para atrás. En el momento que tira, el hombre puede seguir corriendo y la bala 
entrarle por la espalda. Entonces, esa dinámica es muy difícil. 


Yo hice una declaración que puede no corresponder, pero en ese caso la hicimos 
respaldando la actuación del policía, porque en un robo en Aparicio Saravia, se metió corriendo en 
Casavalle, que es absolutamente hostil y se jugó fuertemente, por lo que lo respaldamos. 


En este caso, los funcionarios del Ministerio del Interior declaran por escrito -porque fue por 
escrito-, y lo que se hace es comunicarlo, inclusive, sin tener claro exactamente cómo fueron los 
hechos. No lo tenemos claro. Pero en el caso del policía, discrepábamos sustancialmente con la 
decisión del Juez, y lo dijimos, no por escrito, pero sí en todos los medios de prensa. Tanto la Suprema 
Corte de Justicia, la Asociación de Magistrados, como el CEJU, nos dijeron que estábamos en lo 
correcto al respaldar al policía pero sin cuestionar la acción del Juez. En este caso, no cuestionamos el 
proceso judicial, sino que señalamos un hecho, que además, fundamentalmente en la denuncia que 
hacen los funcionarios, no refiere a la Jueza sino a la Fiscal. 


(Diálogos) 


SEÑOR TROBO.- En primer lugar, yo diría que la analogía es inexistente. Comparto lo que dijo el 
señor Ministro, porque además: in dubio pro policía, esa ha sido mi actitud toda la vida; siempre 
defiendo al policía primero. Pero estamos hablando de una jerarca del Ministerio que no revela a un 


Juez que una persona respecto de la que existe una investigación está muerta, y el argumento fue que 
el Juez de Turno era otro. Bueno, así no. 


Creo que la circunstancia es distinta e insisto en el criterio que tenemos en este tema; si esto 
sirve como advertencia, digo que el Ministerio no tiene por qué ser gestor de denuncias, sino que lo 
que debe hacer es decirle a esa persona que denuncie donde corresponde. Luego, si el Ministerio tiene 
que opinar sobre el comportamiento o lo que observa en un procedimiento judicial después de 
concretarse determinada sanción penal o un procesamiento, bueno, podrá hacerlo, y estará a lo que 
diga la opinión pública sobre eso. 


En este caso, insisto en que es necesario tener mucha cautela, sobre todo en el momento y 
la forma en que se plantearon las cosas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Sobre el punto que se venía considerando, quiero establecer que el 
ejemplo que se pone precisamente pauta una discrepancia que, gracias a la naturalidad del vínculo 
entre el Poder Judicial y el Ministerio del Interior, pudo procesarse de esa manera. Sin embargo, en el 
caso que nos ocupa la preocupación es que, de alguna forma, imprudentemente -me atrevo a decirlo-, 
se puede haber afectado ese vínculo natural y la mera publicidad de los episodios puede tener 
repercusiones en otros ámbitos del Poder Judicial, o en otros Magistrados, o en otros Fiscales, cada 
vez que deban intervenir, por haberse tomado un rumbo para dilucidar o aclarar el episodio que no fue 
-repito- el más prudente. 


De cualquier modo, están establecidos los mecanismos y el señor Ministro ya nos informó de 
todas las medidas adoptadas; ahora no queda más que esperar el resultado de la investigación 
administrativa y de todo cuanto se está instruyendo para saber qué actitud tomaremos. Estas cosas 
puede pasar, señor Ministro, lo tenemos claro. 


En cuanto al tema específicamente carcelario y al informe que gentil y abundantemente nos 
brindó el señor Ministro, simplemente quiero dejar planteada una pregunta que tiene mucho de 
reflexión, por cuanto lo que hago es expresar en voz alta mis propias dudas. 


En cuanto al evidente y principalísimo problema que enfrenta el Ministerio con el tema del 
ingreso de armas, drogas y celulares a las cárceles, se planteó la cuestión de los escáneres y de 
quiénes se ocuparán del ingreso de las visitas y de todos cuantos ingresen a los establecimientos 
penitenciarios, y por allí existe la clara voluntad puesta de manifiesto de que de este procedimiento se 
ocupen los militares. Confieso que me preocupa el tema; lo he estudiado, y tengo la impresión de que 
la única vez en que se procedió así -el señor Ministro me dirá si estoy equivocado- y se logró tener 
éxito en evitar el ingreso de cualquier tipo de artículo o sustancia prohibida a un recinto carcelario fue 
durante el proceso militar. Es muy claro que funcionaban estos procedimientos, pero me pregunto si los 
mecanismos que lo hacían tan eficiente y eficaz en ese momento, podrían ser aplicados hoy. Me 
pregunto si no estaremos poniendo a actuar a los militares en circunstancias por suerte diferentes, pero 
que no hagan que no resulte tan eficiente ni eficaz el control de los ingresos. Por lo tanto, así vamos a 
quemar la ficha de la custodia del ingreso a los establecimientos y a reincidir en la situación que 
estamos viviendo. 


Creo que, lamentablemente, la eficacia y la eficiencia de los militares en ese momento en los 
establecimientos penitenciarios hoy quizás no se puede basar en los mismos procedimientos. En ese 
sentido, transiciones son transiciones y el señor Ministro tendrá que lidiar con ellas y ver cómo 
soluciona esto hasta tanto no tenga personal idóneo, rotativo, nuevo, calificado y capacitado como para 
llevar adelante esta misión. 


Confieso que ha sido muy bueno el resultado de la vigilancia perimetral de las cárceles por 
parte de las Fuerzas Armadas, pero estoy convencido de que no van a cumplir con éxito esta misión y 
que vamos a estar quemando -repito- una buena ficha. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR- Seré muy breve porque esto debe ser objeto de una discusión 
mucho más profunda, que la daremos cuando discutamos el tema. 


Creo que parte de la razón de lo que el señor Diputado llama éxito en la época de la 
dictadura, evidentemente es la rotación. El problema es que hoy la rotación la pueden hacer los 
militares, pero no la Policía. ¿Quién hace hoy la rotación? ¿La hace la Metropolitana? Poner gente de 
la Metropolitana, o de Coraceros, en la guardia perimetral distraería una cantidad de efectivos de los 
que la Policía no puede prescindir, no solo por la rotación, sino porque tiene que haber una presencia 
permanente de cierta cantidad de efectivos. 


SEÑOR MOREIRA.- Por la dotación, no por la rotación. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí, por la dotación; y mucho menos rotar después. Hoy ningún 
Cuerpo policial puede encargarse de esa tarea, sobre todo en el período de transición. Pasado el 
período de transición de un sistema a otro, una vez que haya un control, ahí podremos hacer otras 
cosas, pero a nosotros nos preocupa la transición, porque si ese nuevo sistema que queremos aplicar 
empieza con los vicios que tiene el actual, fracasa rotundamente. Si el nuevo sistema -que es 
progresivo, que implica terminar con el hacinamiento y empezar un proceso de rehabilitación- 
comienza con estos vicios, fracasa. Entonces, no tenemos más remedio que recurrir a esto. No nos 
gusta hacerlo; no nos gusta naturalmente y porque van a estar incómodos los policías, los militares, 
todos. Pero mucho más incómodos estaríamos si mantuviéramos los vicios que tiene el sistema actual 
al empezar a trabajar en el nuevo sistema. De ese modo, fracasaría, y en esto no podemos fracasar. 
Por lo tanto, entendemos que esta es la medida más adecuada, aunque podemos equivocarnos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más interrogantes, agradecemos la presencia del señor Ministro y 
sus asesores. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 57) 
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